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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, la Juez 

Surén Fuentes y la Jueza Cortés González 
 

Surén Fuentes, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 14 de septiembre de 2018. 

 Comparece ante nos, Carlos Severino Valdez (peticionario), y 

nos solicita mediante recurso discrecional de certiorari, que 

revisemos una Resolución de 7 de junio de 2018, notificada en igual 

fecha, que emitió el Tribunal de Primera Instancia, Sala de San 

Juan (TPI). Mediante el referido dictamen, el TPI declaró NO HA 

LUGAR sendas mociones presentadas por el peticionario; la 

primera, una Moción de Desestimación al amparo de la Regla 64(b) 

de las Reglas de Procedimiento Criminal, 34 LPRA Ap. II, R. 64(b); y 

la segunda, una moción solicitando la separación de las vistas 

preliminares a celebrarse contra el peticionario y un coimputado. 

En el recurso de certiorari de epígrafe, no se cuestionó la 

determinación desfavorable relacionada a la segunda moción.  

  Ahora bien, en cuanto a la primera moción aludida, el 

peticionario solicitó la desestimación de los múltiples cargos 

criminales que se presentaron en su contra, ello, a instancia del 
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Panel sobre el Fiscal Especial Independiente (PFEI). Reclamó en su 

moción que el PFEI perdió jurisdicción sobre el caso al 

alegadamente haber incumplido con el término para culminar la 

investigación así como con el término para presentar las denuncias 

ante el tribunal (ya concluida la investigación). El peticionario 

fundamentó su reclamo en lo dispuesto en los incisos (4) y (5) del 

Artículo 12 de la Ley 2-1988, según enmendada, conocida como la 

Ley del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente. 3 LPRA §99s(4) 

y (5). Finalmente, previa presentación de escritos en oposición y 

réplica, el TPI resolvió desfavorablemente la solicitud de 

desestimación. 

  Inconforme con ese resultado, el peticionario acudió ante nos 

mediante el recurso de epígrafe. En síntesis, señaló que el TPI erró: 

(1) “[…] al denegar la Moción de Desestimación presentada por el 

coimputado, don Carlos Severino Valdez, por falta de jurisdicción ya 

que las Fiscales Especiales incumplieron con el término de prórroga 

perentorio para culminar su investigación según mandata el 

Artículo 12(4) y (5) de la Ley de la Oficina del Panel sobre el Fiscal 

Especial Independiente, 3 LPRA §99s(4)-(5)”; y (2) “[…] al no 

conceder la Moción de Desestimación ya que las Fiscales Especiales 

incumplieron con el término de cumplimiento estricto para radicar 

las denuncias según el Artículo 12(6) de la misma ley”. 

  Luego de haber examinado las contenciones y prueba 

documental presentada por el peticionario, y con el beneficio de la 

oportuna, oposición del Pueblo de Puerto Rico mediante las fiscales 

especiales independientes asignadas al caso del peticionario, 

resolvemos. Adelantamos que expedimos el auto de certiorari 

solicitado, y confirmamos el dictamen recurrido. 
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  A continuación esbozamos una breve relación de los hechos e 

incidencias procesales más relevantes para la resolución del 

recurso. 

I 

  El 5 de abril de 2017, la Secretaria de Justicia, Hon. Wanda 

Vázquez Garced, remitió comunicación al PFEI. En ésta, recomendó 

la designación de un fiscal especial independiente para investigar a 

fondo unas alegadas actuaciones del peticionario en relación con el 

otorgamiento de Becas Presidenciales en la Universidad de Puerto 

Rico durante el año académico 2015-2016. La comunicación se 

acompañó con el informe de la investigación preliminar realizada 

por el Departamento de Justicia, por lo que, el PFEI designó dos 

fiscales especiales independientes para que realizaran la 

investigación. Concedió para ello un término de (90) días. Así se 

consignó en resolución de 20 de abril de 2017.  

  Posteriormente, las fiscales especiales independientes 

designadas solicitaron varias prórrogas para concluir la 

investigación. A esos efectos, mediante Resolución de 14 de julio de 

2017, el PFEI concedió una primera prórroga de (30) días a vencer el 

18 de agosto de 2017; mediante Resolución de 9 de agosto de 2017, 

a petición de las fiscales especiales, el PFEI concedió una segunda 

prórroga de (25) días que se extendería al 12 de septiembre de 2017; 

y de manera similar, el PFEI concedió una tercera prórroga que 

vencería el 11 de octubre de 2017.  

  Por otro lado, mediante Resolución notificada el 31 de octubre 

de 2017, el PFEI proveyó para una extensión a los términos de 

investigación de todos los casos que estaban pendientes. La 

determinación se emitió por razón de los efectos del Huracán María 

por Puerto Rico. Se destacó la inhabilidad de los miembros del PFEI 

de tener acceso a la oficina, así como a los servicios de agua, luz y 
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equipos electrónicos para desempeñar tareas de comunicación y 

transcripción de información. Además de lo anterior, mediante 

Resolución de 31 de octubre de 2017, a petición de las fiscales 

especiales encargadas del caso del peticionario, se concedió una 

última prórroga para concluir la fase investigativa. El término 

vencería el 30 de noviembre de 2017. 

  Surge del récord que las fiscales especiales suscribieron el 6 

de noviembre de 2017 una comunicación que dirigieron al 

peticionario. Con el escrito, se le notificó que a ese momento ya la 

investigación había finalizado, y además, que como resultado de la 

investigación, se decidió presentar denuncias en su contra en el TPI. 

Seguido, se le citó para que compareciera, el 14 de diciembre de 

2017, a las 12:00 del mediodía, a Sala de Investigaciones del Centro 

Judicial de San Juan.  

 En esa citación, también se le advirtió al peticionario de su 

derecho a comparecer con representación legal. Esta comunicación 

se le diligenció personalmente el 6 de diciembre de 2017. Si bien no 

surge de la copia de las denuncias presentadas con el recurso, el 

mismo peticionario asevera que ese 14 de diciembre de 2017, el TPI 

determinó causa probable para arresto en todos los cargos 

presentados en su contra. 

  También surge del récord que, más tarde, el 23 de febrero de 

2018, el peticionario solicitó que se celebraran por separado las 

vistas preliminares pautadas contra este y un coimputado. Además, 

solicitó la desestimación de las denuncias presentadas en su contra 

en virtud de la Regla 64(b) de Procedimiento Criminal, supra. Se 

planteó que procedía la desestimación de los cargos presentados 

contra el peticionario, por alegadamente carecer de jurisdicción el 

Tribunal para dirimir los hechos imputados en las denuncias. Se 

arguyó que la falta de jurisdicción del Tribunal se debió a que el 
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PFEI, a su vez, perdió jurisdicción del caso al haber incumplido con 

los términos y prórrogas que concede la Ley 2-1988 para culminar 

la fase investigativa así como para presentar las denuncias una vez 

concluyera la investigación.  

  En reacción a la moción del peticionario, se presentó escrito 

en oposición, al cual, replicó este posteriormente. También, el 

peticionario expresó que se celebró vista argumentativa el 11 de 

mayo de 2018. Finalmente, el 7 de junio de 2018 se emitió el 

dictamen recurrido. 

  Tomando en cuenta lo anterior, analizamos el derecho 

aplicable. 

II 

  En el caso Pueblo v. Melvin Colón Bonet, res. el 9 de abril de 

2018, 2018 TSPR 55, se tomó cuenta de lo resuelto en Pueblo v. 

Rodríguez Santana, 146 DPR 860 (1998). Se enunció que en este 

último caso medió un pronunciamiento en torno a la exigencia que 

tiene el Secretario de Justicia para ejecutar la investigación 

preliminar en el término provisto por la Ley 2-1988, y además, el 

resultado de incumplir con ese término. Valga indicar que esta 

discusión remite a lo dispuesto en la Ley 2-1988 al efecto de que 

cuando el Secretario de Justicia determina que procede realizar una 

investigación preliminar, éste la completará dentro de un término 

que no exceda de (90) días contados desde la fecha en que decidió 

que procedía esa investigación. Añade la ley que en los casos en 

que, por su naturaleza o complejidad, estime el Secretario de 

Justicia que no ha sido posible completar adecuadamente la 

investigación, puede solicitar al PFEI, y éste a su discreción 

conceder, un término adicional que no excederá de (90) días. 3 LPRA 

§99o(4).  
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  En los casos citados, se destacó que ese término se tenía 

como uno de cumplimiento estricto, por tanto, el Secretario de 

Justicia no puede prolongar la investigación más allá del plazo 

dispuesto en ley. Se concluyó, por otro lado, que si el Secretario de 

Justicia incumplía con el término en ley para concluir la 

investigación preliminar, aun siendo éste uno de cumplimiento 

estricto, el Panel no perdía su jurisdicción, ni estaba impedido de 

presentar los cargos. La consecuencia de ese incumplimiento 

conlleva, meramente, que el Secretario de Justicia pierda su 

facultad para investigar el caso, y de ese modo, cumpla con remitir 

el expediente al PFEI para que éste examine si procede realizar la 

investigación preliminar (ya a nivel del PFEI). Sobre esto último, 

establece expresamente la Ley 2-1988 que si el Secretario de 

Justicia no tomara acción sobre el caso dentro del término de (90) 

días, o de (180) cuando hubiera obtenido una prórroga por parte del 

PFEI, “quedará privado de jurisdicción sobre la investigación, y 

someterá todo el expediente investigativo al Panel para su 

intervención”. 3 LPRA §99(p). 

  En cuanto a los términos y prórrogas disponibles al PFEI y a 

sus fiscales especiales para concluir la investigación y presentar las 

denuncias (de así proceder), se destacó en Pueblo v. Melvin Colón 

Bonet, supra, lo siguiente: 

Una vez se nombra, el fiscal especial tiene la 
obligación de “completar la investigación que se le 

encomiende dentro de un término que no exceda de 
noventa (90) días, contados a partir de la fecha en que 

recibe la encomienda”. Ahora bien, “[c]uando el Fiscal 
Especial considere que, por su naturaleza y 
complejidad, no será posible completar adecuadamente 

la investigación en dicho término podrá solicitar al 
Panel y éste a su discreción podrá concederle un 
término adicional que no excederá de noventa (90) 

días”. 
Cuando finalice la investigación oportunamente, “[e]l 

Fiscal Especial deberá radicar las acusaciones e instar 
los procesos que corresponden dentro de un término 
que no excederá de treinta (30) días después de 
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completada la investigación”. Sin embargo, y de suma 
pertinencia para este caso, la ley dispone que “[e]l Panel 

podrá extender este término cuando sea justificado”. 
Con la presentación de cargos, si un juzgador 

encuentra causa para arrestar, entonces el asunto 
seguirá el curso ordinario. 

 

  Lo anterior se dispuso citando el inciso (4) del Artículo 12 de 

la Ley 2-1988, 3 LPRA §99s(4). El referido artículo establece 

además, en su inciso (5), que “[d]e no completarse la investigación 

dentro de la prórroga adicional de noventa (90) días, y de los delitos 

no estar prescritos, el Panel, en el ejercicio de su discreción podrá, 

motu proprio, ordenar que se amplíe la investigación dentro de un 

término perentorio que no excederá de treinta (30) días”. De ese 

modo, distinto a como sucede con el trámite ante el Secretario de 

Justicia, la Ley 2-1988 no establece en cuanto a los fiscales 

especiales independientes, una consecuencia por la inobservancia 

del término para concluir la investigación; lo anterior, bien sea 

dentro del término original de (90) días que se concede para realizar 

la investigación o dentro de (210) días, término al que puede 

extenderse la investigación mediante prórroga concedida por el 

PFEI. Tampoco establece esa ley que el incumplimiento con esos 

términos priva de jurisdicción al PFEI para completar una 

investigación cabal o para proceder con la eventual presentación de 

denuncias.  

  Súmese a lo anterior que, en el caso particular del término 

para presentar las denuncias, una vez concluida la investigación, en 

Pueblo v. Melvin Colón Bonet, supra, se estableció que no se le exige 

al fiscal especial peticionar la extensión del plazo de (30) días 

provisto en la ley, sino que la legislación se limita a facultar al PFEI 

para alargarlo cuando sea justificado. Dado que la ley no lo hace, 

dispuso el Tribunal Supremo, no se puede imponer al fiscal especial 

la obligación de solicitar la prolongación del periodo, ni probar que 
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tiene justa causa. De lo contrario, se expresó, se añadiría 

condiciones que el legislador no vislumbró pues, de haberlo querido, 

lo hubiese dispuesto expresamente como en el caso de la 

investigación preliminar del Secretario de Justicia.  

  Siendo ello así, concluyó el Alto Foro en el mencionado caso, 

que en cuanto al término para presentar las denuncias, el fiscal 

especial no tiene que peticionar prórroga mediante moción, ni 

tampoco está obligado a evidenciar justa causa. Esto es, el Tribunal 

Supremo no avaló la contención de que el PFEI pierde jurisdicción 

para instar las denuncias de no hacerse en el periodo preceptuado 

en la Ley 2-1988 y a falta de moción de prórroga fundamentada en 

justa causa. Indicó dicho Foro que adoptar ese proceder tendría 

como consecuencia que, cuando las denuncias se presenten a 

destiempo, el fiscal especial no posea jurisdicción para incoar cargos 

contra los servidores públicos investigados; lo cual, a su vez tendría 

como resultado que los investigados no podrían ser encausados por 

los hechos objeto de investigación durante el tiempo que ocupen sus 

cargos y cuatro años de culminadas sus labores. Sentenció el 

Tribunal Supremo que lo anterior vulneraría la política pública que 

fundamenta la Ley 2-1988. 

  Agréguese a lo anterior que el Tribunal Supremo concluyó en 

Pueblo v. Melvin Colón Bonet, supra, que siempre y cuando el delito 

no haya prescrito, y sujeto a lo dispuesto en Pueblo v. Esquilín 

Maldonado, 152 DPR 157 (2000), un sujeto investigado por la 

comisión de un delito puede ser encausado en cualquier momento. 

Agregó que no se podía resolver que el artículo de la Ley 2-1988 que 

establece el término para presentar la denuncia confiere al individuo 

objeto de la investigación un derecho procesal a que las denuncias 

sean presentadas en el término de (30) días desde que culmina la 

investigación de fondo. Indicó el Tribunal Supremo que la 
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conclusión más acertada es que el plazo con el que cuenta un fiscal 

especial para presentar los cargos es, más bien, un deber que tiene 

que observar para con el PFEI. Esto tiene pleno sentido, consignó 

dicho Foro, pues la Ley 2-1988 delegó en el PFEI la responsabilidad 

de supervisar a los fiscales especiales para que estos desempeñen 

sus quehaceres con diligencia, premura y agilidad.  

 En síntesis, del caso Pueblo v. Melvin Colón Bonet, supra, se 

dispone que: (1) el PFEI no pierde jurisdicción sobre la investigación 

y la facultad para presentar cargos contra el empleado público 

investigado aunque el Secretario Justicia no concluya la 

investigación preliminar dentro del término de cumplimiento estricto 

fijado por ley; (2) la Ley 2-1988 no establece expresamente una 

implicación de privación de jurisdicción sobre la investigación y la 

eventual presentación de denuncias, si el fiscal especial 

independiente asignado al caso no concluye la investigación a fondo 

dentro de los plazos fijados, que con las prórrogas, puede 

extenderse a (210) días; (3) la Ley 2-1988 faculta al PFEI para 

extender el término para la presentación de las denuncias, con la 

única exigencia de que ello sea justificado; (4) para prorrogar el 

término de presentación de las denuncias, no es necesario que los 

fiscales especiales soliciten prórroga por escrito, evidencien causa 

justificada y el PFEI lo autorice; ello, se descartó en el normativo 

Pueblo v. Melvin Colón Bonet, supra; (5) para todo efecto práctico, el 

precedente establecido apunta a que la investigación y presentación 

de denuncias por parte del PFEI, podrá llevarse a cabo en cualquier 

momento, siempre que los delitos objeto de la investigación no estén 

prescritos y siempre que no concurra un estado de indefensión que 

afecte al funcionario investigado (esto último, para ajustarse a lo 

establecido en Pueblo v. Esquilín Maldonado, supra); y (6) los 

términos provistos por la Ley 2-1988, conforme al precedente 
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establecido en Pueblo v. Melvin Colón Bonet, supra, meramente 

parecen tener un alcance directivo, dentro de los procedimientos 

internos y encomiendas delegadas a los fiscales especiales 

independientes frente al PFEI. 

 Basándonos en lo anterior, llegamos a la siguiente conclusión. 

III 

 En este caso, recibido el informe y recomendación del 

Departamento de Justicia, el PFEI le encomendó la investigación de 

los hechos imputados al peticionario a dos fiscales especiales. Tal 

encomienda se consignó en Resolución de 20 de abril de 2017. De la 

prueba anejada al recurso de epígrafe surge que, al menos al 6 de 

noviembre de 2017, mediante la citación para la radicación de 

cargos, se le notificó al peticionario que a esa fecha ya había 

concluido la investigación.  

  Entre una y otra de las fechas mencionadas transcurrieron 

(201) días. Como se indicó antes, la Ley 2-1988 provee para que la 

fase investigativa se realice en un término original de (90) días, 

prorrogable a (90) días adicionales, que a su vez, puede extenderse 

un término adicional de (30) días, si el PFEI entiende que procede la 

ampliación de la investigación; todo lo anterior, para un término de 

(210) días. La prueba presentada por el mismo peticionario apunta a 

que la investigación concluyó dentro del término de (210) días al que 

puede extenderse la fase de investigación ante el PFEI. Aparte, aun 

cuando en el precedente discutido se desfavoreció la contención de 

que los fiscales especiales tuvieran que pedir prórrogas por escrito, 

con mostración de justa causa, y ello, para la autorización del PFEI, 

así sucedió en este caso. Del expediente surgen copias de las 

solicitudes de prórroga de las fiscales especiales que tenían 

asignado el caso, así como las Resoluciones del PFEI 

autorizándolas. Una de las extensiones de término concurrió con los 
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eventos asociados al paso por la Isla del Huracán María, cuyas 

consecuencias devastadoras provocaron la paralización del país, lo 

que es de conocimiento general. 

  Más aún, la citación para la presentación de cargos se 

diligenció el 6 de diciembre de 2017; y además, la presentación de 

las denuncias y la celebración de la vista de causa probable para 

arresto, se llevó a cabo el 14 de diciembre de 2017. De ese modo, 

puede advertirse que, finalizada la investigación de las fiscales 

especiales, las denuncias no se presentaron dentro del término de 

(30) días dispuesto en ley. Ahora bien, el precedente discutido es 

enfático en que, en síntesis, salvo en caso de que los delitos objeto 

de las denuncias estén prescritos, o concurra un supuesto de 

estado de indefensión, un sujeto investigado por la alegada comisión 

de delito puede ser encausado en cualquier momento. En el 

presente caso, el peticionario no acreditó la concurrencia de esos 

supuestos. Por tanto, conviene reiterar que nuestro Tribunal 

Supremo, con su decisión en el reciente precedente jurisprudencial 

discutido, determinó que el plazo con el que cuenta un fiscal 

especial para presentar los cargos, es más bien un deber que tiene 

que observar respecto a su supervisor, a saber, el PFEI. Ese es el 

alcance que atribuyó el Tribunal Supremo al cumplimiento de ese 

término. 

  Siendo ello así, en el caso que nos ocupa no puede concluirse 

que hubo inobservancia a los términos para tramitar la 

investigación, como tampoco para la presentación de los cargos. 

Más aún, sin que la Ley 2-1988 ni el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico hubiera establecido que el incumplimiento con los términos y 

prórrogas para la tramitación de una investigación por el PFEI, así 

como para la eventual presentación de denuncias, implique una 

privación de jurisdicción para los fiscales especiales o el PFEI, 
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correctamente procedía la denegatoria a la solicitud de 

desestimación de las denuncias, por falta de jurisdicción, 

presentada por el peticionario. Por tal razón, concluimos que no se 

cometieron los errores señalados. 

IV 

 EN MÉRITO DE LO ANTERIOR, se expide el auto de certiorari 

y se confirma el dictamen recurrido. Se devuelve el caso al foro 

primario para la continuación de los procedimientos. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


